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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, veintisiete (27) de mayo de dos mil veinte (2020)
Tipo de Proceso:
REPETICIÓN
Demandante:
     
NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL 
Demandado:
MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ
Radicado:     
05001 33 33 001 2015 00660
Sentencia N°          

	TEMA: Conducta dolosa o gravemente culposa/ Aplicación a la Ley 678 de 2001 /presunción/debido proceso/.


La NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL por conducto de apoderado judicial, en ejercicio del medio de control de REPETICIÓN, consagrado en el artículo 142 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo  instaura demanda en contra el señor MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ para que previos los trámites de rigor, en sentencia se hagan las siguientes o similares:
I. ANTECEDENTES

1. DECLARACIONES  

“PRIMERA: Declarar responsable al señor Subintendente MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ con cedula de ciudadanía No. 12.503.576 a título de DOLO o CULPA GRAVE en razón a los hechos acaecidos el 29 de octubre de 2008, que como consecuencia de la Sentencia Condenatoria de Primera Instancia de fecha 24 de noviembre de 2008 proferida por el Juzgado Tercero Administrativo de Medellín, luego confirmada mediante Sentencia condenatoria de Segunda Instancia de fecha 12 de diciembre de 2012, quedando ejecutoriada el 25 de enero de 2013, dentro expediente bajo radicado 05001233100020050479701, en el cual se acordó reconocer los perjuicios causados al actor Laubelly Ballesteros Foronda y otros. 
SEGUNDO: Que como consecuencia de la anterior declaración, se CONDENE al señor Subintendente MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ con cedula de ciudadanía No. 12.503.576, a pagar la suma de CIENTO DIECIOCHO MILLONES OCHOCIENTOS VEINTE MIL QUINIENTOS NOVENTA Y CINCO PESOS CON CINCUENTA Y UN CENTAVOS (118.820.595,51), moneda corriente, como lo dispuso la resolución de pago número 1671 del 05 de diciembre de 2013, suma cancelada el 13 de diciembre de 2013, documento expedido por la señora Tesorera de la Policía Nacional, comprobante de egreso número SIIF de fecha 13/12/2013 documentos expedidos por la Dirección Administrativa y Financiera de la Policía Nacional.

(…)

SEXTO: Que la sentencia que ponga fin al proceso sea de aquellas que reúna los requisitos exigidos dentro del título IV artículos 98 y 99 numerales 1 y 2 de la Ley 1437 de 2011 y 488 del C.P.C., es decir, que en ella una obligación clara, expresa y exigible, a fin de que preste merito ejecutivo.

SEPTIMO: Que el monto que de la condena que se profiera en contra sea actualizado hasta el momento del pago efectivo, de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 187 de la Ley 1437 de 2011.

OCTAVO: Que se me reconozca personería jurídica para actuar como apoderada de la parte demandante en este proceso.

NOVENO: Que se condene en costas al demandado, de conformidad al artículo 188 de la Ley 1437 de 2011.”
2. HECHOS QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO A LA DEMANDA
Manifiesta el apoderado de la entidad accionante que en razón la Sentencia Condenatoria de Primera Instancia de fecha 24 de  noviembre 2008 proferida por el Juzgado Tercero Administrativo de Medellín, luego confirmada mediante Sentencia de Segunda Instancia de fecha 12 de diciembre de 2012, quedando ejecutoriada el 25 de enero de 2013, dentro expediente bajo radicado 05001233100020050479701,en el cual se acordó reconocer los perjuicios causados al actor Laubelly Ballesteros Foronda y otros, raíz de los hechos acecidos el día 21 de noviembre de 2004 en el Municipio de Medellín, Antioquia, descritos dentro del proceso de reparación directa.

Explica que como consecuencia de lo anterior, la Nación- Ministerio de Defensa Policía Nacional, se vio abocada al pago y reconocimiento de los perjuicios causados a los demandantes.

Arguye que el señor Subintendente MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ con cedula de ciudadanía Nro. 12.503.576, quien para la época de los hechos del 29 de octubre de 2008, se encontraba activo vinculado a la Policía Nacional, según certificado que adjunto.

Indica que eI proceso de reparación directa bajo radicado 05001233100020050479701, da cuenta de los hechos acaecidos el día 21 de noviembre de 2004, del cual se transcribe en forma clara a folio (2) sentencia segunda instancia:

(…)
“el 21 de noviembre de 2004, a eso de las 3:00 de la mañana, fue herida de gravedad Luisa Catherine Ochoa Ballesteros cuando se encontraba junto con otras personas, en la acera está ubicada frente al establecimiento de comercio la casa de su padre y concretamente denominado "compaBar", situado cerca al campo deportivo y a corta distancia de la estación de policía San Blas- Jardín, ocasionadas por un agente de Policía Nacional, con arma de dotación.
Las heridas de Luisa Catherine Ochoa Ballesteros, fueron producidas con arma de dotación oficial, “disparada por un agente de policía quien se encontraba discutiendo con uno de los asistentes al establecimiento de comercio atrás mencionado "coma-bar" (sic), en la calle, por cuanto el local ya había sido cerrado por sus dueños".

Expone que como consecuencia de los hechos antes descritos la entidad es declarada administrativamente responsable y de acuerdo a las pruebas documentales allegadas al proceso Contencioso de reparación directa, llevo al Despacho a concluir en la parte motiva del proveído de Primera Instancia, del cual se destaca lo siguiente, a folio 34:

“En el proceso está acreditado que para el 21 de noviembre de 2004, el señor Bastidas Martínez Mequís, se encontraba al servicio de la Policía Nacional, como patrullero adscrito al Grupo Operativo CEAT de la Policía Metropolitana del Valle de Aburra, grupo que tiene su base en la estación de policía San Blas, disponible para el servicio, lo cual significa que debía estar dispuesto porque podía ser empleado en cualquier momento en actividades propias de su cargo. Sin embargo, opto por retirarse de su sitio de trabajo, a eso de las 2:00 de la mañana, llevándose consigo su arma de dotación oficial, y se dispuso a consumir bebidas embriagantes."
Concluye que de acuerdo con lo anterior, convergen entonces, los elementos establecidos en la Ley 678 de 2001, que permiten estructurar el presente medio de control de repetición, pues se configura la presunción de dolo o culpa grave que desencadenó en una condena para la Administración, situación que legitima a la entidad y es su obligación repetir contra el funcionario que por su conducta dolosa o gravemente culposa haya comprometido la responsabilidad del Estado, en este caso la Policía Nacional.
3. FUNDAMENTOS DE DERECHO
Como fundamentos de derecho de la presente demanda indica las siguientes: 
Trae a colación el artículo 6 de la Constitución, el cual estipula que los servidores públicos son responsables por infringir la Constitución y las leyes y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.

Expresa que el demandado en su condición de servidor público debía cumplir con las responsabilidades por competencia y función que le habían sido asignadas además de lo establecido en el artículo 62 de la Ley 1993, en su artículo 7.

Posteriormente menciona el artículo 90 Constitucional como fundamento de la acción de repetición que a su vez fue desarrollada por la Ley 678 de 2001.

Concluyendo que de acuerdo a esta normativa se encuentran satisfechos todos los supuestos para iniciar y que se condene al señor MELQ UIS BASTIDAS MARTINEZ, dentro del medio de control de repetición.

4. TRÁMITE.

La demanda se presentó el 20 de mayo de 2015, y por auto del día veintinueve (29) de septiembre de 2015, se admitió la demanda, donde se dispuso su notificación personal a al particular demandado, así como al Agente del Ministerio Público, y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. (fl. 98)
En un principio luego de que la entidad demandante realizara los actos tendientes a la notificación sin lograrlo, se ordenó emplazar al demandado, y una vez surtida esta actuación se nombró un curador ad litem, quien contesto la demanda dentro del término procesal oportuno, posteriormente se fijó fecha para la audiencia inicial mediante auto del 01 de junio de 2017, la cual se llevó a cabo el 14 de julio de 2017, en esta audiencia en la etapa de saneamiento se observó que se estaba incurso en la causal de nulidad consagrada en el artículo 132 numeral 8 de la Ley 1564 de 2012, por lo que se ordenó decretar esta nulidad y realizar nuevamente la notificación en debida forma a la parte demandada. El día 14 de agosto de 2017 el señor MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ se notificó personalmente del auto admisorio (fl. 132), y a través de apoderado judicial dentro del término procesal oportuno contesto la demanda. Mediante traslado secretarial del 14 de marzo de 2018, se puso en conocimiento las excepciones propuestas a la parte actora, quien se pronunció al respecto. Continuando con el trámite se fijó fecha para la audiencia inicial mediante auto del 05 de abril de 2018 para el 22 de junio de 2018 a las 11:00 a.m.; diligencia que se llevó a cabo y se realizó en debida forma se fijó el litigio, el problema a resolver y se decretaron las pruebas solicitadas, razón por la cual una vez allegadas las mismas y puestas en conocimiento a las partes se dio traslado para alegar a las partes por el término común de diez (10) días mediante proveído del 23 mayo de 2019 y una vez, cumplido todo el trámite procesal, se procede a proferir decisión de fondo.
2. RESPUESTA DE LA PARTE ACCIONADA
Dentro del término de traslado, la parte demandada presentó escrito de contestación, por medio de apoderado judicial, que se pronunció en los siguientes términos: frente unos hechos indica que unos son cierto, otros no, otros son parcialmente ciertos, frente a las pretensiones indica que se opone a cada una de ellas, bajo el siguiente análisis y sustento jurídico.
Manifiesta que los fallos administrativos que sustentan la acción de repetición, contra el señor MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ, demuestran una responsabilidad administrativa de la Policía Nacional, pero no una responsabilidad subjetiva del demandado y tampoco se demuestra la culpabilidad del mismo. Expresa que el dolo o la culpa grave que se endilga deben determinarse de forma concreta, esto es, como la conducta del demandado fue determinante para el detrimento patrimonial del estado situación que no se configuro.

Expresa que dentro del material probatorio obrante en el proceso no se logra observar de manera objetiva que el accionado fue la persona que le causo el daño antijurídico a la señora LUISA KATHERINE OCHOA BALLESTEROS, toda vez que no se determinó que el proyectil que la impacto haya sido disparado por el señor BASTIDAS MARTINEZ, y que en razón a esto la entidad accionante tuviera que cancelar una suma de dinero.

Cuestiona la decisión tomada por parte de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa en el proceso de reparación directa, en el cual se condenó a la Policía Nacional por estos hechos, puesto que no se evidencio en este proceso que los daños hayan sido ocasionados por un personal activo del cuerpo policial estando en servicio activo.

Afirma que era deber de la entidad demandante desarrollar claramente cuál es la forma de culpabilidad que se le endilga al demandado y sustentarla individualmente, no genéricamente, esto vulnera los derechos de defensa y contradicción de la parte pasiva, puesto que se desconocen los motivos por los cuales el señor MELQUIS fue demandado.

Adicionalmente expresa que dentro del presente proceso no se demostró la calidad de servidor público del señor MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ, toda vez que no existe prueba idónea que así lo certifique, esto es, la constancia expedida por el área de Talento Humano de la Entidad Demandante.  

Explica que tampoco existe prueba eficaz que permita determinar que la Policia Nacional canceló la condena impuesta en su contra, toda vez que dentro de los documentos que pretenden demostrar el pago no aparece en ninguno la firma de las víctimas o del apoderado de las mismas, ni algún documento que acredite que el pago se realizó efectivamente.

Arguye que existe independencia entre la acción de reparación directa y la acción de repetición, por lo que la entidad accionante no puede pretender que porque fue condenada en el proceso resarcitorio, este es suficiente prueba para repetir en contra del accionado, puesto que la acción de repetición es diferente, autónoma e independiente, por lo que debe satisfacer cada uno de los requisitos necesarios para que sus pretensiones sean concedidas. 

Posteriormente esgrime que dentro del proceso de reparación directa la Policia Nacional tuvo una indebida defensa puesto que no argumento lo relacionado con la inexistencia del nexo de causalidad y la demonstración hecho, además de que dentro de dicho proceso el señor MELQUIS nunca fue vinculado, a pesar de que se le intento llamar en garantía la Policía Nacional no realizo las diligencias necesarias para notificarlo personalmente por lo que el proceso se reanudo.

Finalmente se opuso al decreto de las pruebas documentales solicitadas, tanto las documentales como las solicitadas mediante oficio.

3. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

PARTE DEMANDANTE: explica que en el caso bajo análisis, la normativa aplicable es la consagrada en la Ley 678 de 2001, puesto que los hechos que dieron origen a los procesos de reparación directa y repetición acontecieron el 21 de noviembre de 2004.
Explica que de acuerdo a esta Ley y a las pruebas aportadas al proceso se acreditan los presupuestos necesarios para la prosperidad de las pretensiones solicitadas, estos son, la calidad del demandado como agente o ex agente del estado, la existencia de una condena judicial que le impuso a la entidad demandante el pago de una obligación, su pago efectivo, la cualificación de la conducta del agente determinante del daño reparado por el estado a título de dolo o culpa grave.
Expresa que es claro que la condena impuesta a la Policía Nacional se debió a una falta personal del demandado, quien realizo un comportamiento inadecuado dentro de la prestación del servicio.

Por lo anterior solicita se condene al demandado al pago de las sumas de dinero en las que incurrió la entidad demandante.
PARTE DEMANDADA: Dentro del término oportuno, manifiesta el apoderado de la parte actora que en el caso concreto encontramos varios elementos acreditados en el proceso que excluyen la configuración de los presupuestos constitucionales y legales para que proceda la acción de repetición, ellos son:
El demandado no fue vinculado al proceso de reparación directa, por lo que siempre desconoció el proceso y lo que genera una desventaja frente a la debida y oportuna defensa.

No existe prueba que determine de manera clara un tipo específico de culpabilidad, por lo que la presente acción carece de los principios que la regulan, esto es, determinar la cualificación de la conducta del agente determinante del daño.

Por lo anterior solicita se nieguen las pretensiones de la demanda.

MINISTERIO PÚBLICO: el Agente del Ministerio Publico dentro de la oportunidad procesal otorgada presenta concento en los siguientes términos:
Luego de realizar un resumen de la demanda y de la contestación a la misma, realiza un análisis de los presupuestos de la acción de repetición, iniciando por la condena, aquí afirma que dentro del proceso se encuentran las copias de la sentencias de primera instancia proferida por el Juzgado Tercero Administrativo de Medellín, el 24 de noviembre de 2008, confirmada por el Tribunal Administrativo de Antioquia en sentencia del 12 de diciembre de 2012, dentro del radicado 050012331000200504797, en la que se dispuso a cargo de la Policía Nacional el pago de la suma $118.820.595 de pesos.

En cuanto a la calidad de servidor público expresa que dentro de las pruebas obrantes en el proceso se concluye que el señor MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ se encontraba vinculado a la entidad demandante desde el 17 de febrero de 1997 y que para el 21 de noviembre de 2004 se encontraba en disponibilidad del servicio en la Estación de Policía de San Blas. 

Frente a la caducidad expresa que en el presente proceso no se configura de acuerdo a las normas que lo regulan y en lo relacionado al pago aduce que se encuentra acreditado la cancelación total de la condena de acuerdo a los documentos que obran en el expediente.

Posteriormente realiza el estudio del elemento subjetivo de la acción de repetición, esto es la actuación dolosa o gravemente culposa del agente afirma que en el proceso se probó que el demandado BASTIDAS MARTINEZ en su condición de Patrullero de la Policía Nacional, para el día 21 de noviembre de 2004, se encontraba en disponibilidad de servicio en la Estación de Policía de San Blas, de manera que conforme al artículo 3 de la Resolución 9857 de 1992, el uniformado se encontraba en condiciones de servicio debiendo permanecer en las instalaciones del comando.

Expresa que en lo relacionado a las circunstancias en las que resultó lesionada la menor LUISA KATHERINE OCHOA BALLESTEROS, es importante resaltar la indagatoria que presento el señor MELQUIS ante la Fiscalía Local 127 de Medellín, en la cual dicho Agente narro de manera libre y espontánea y en presencia de su defensor que para el 21 de noviembre de 2004, pertenecía a un grupo que debía estar disponible las 24 horas del día, reconoció que se evadió de la Estación de Policía en la que estaba acantonado y se fue a una taberna a compartir con unos amigos, indicando que había ingerido licor, que cuando salió de la taberna tuvo un problema con un individuo quien lo amenazo con un arma y el Agente reacciono disparando con su arma de dotación sin darse cuenta que había lesionado a la menor, de igual forma reconoció que dentro de las pruebas de alcoholemia  que le había realizado la Policía, el resultado fue que se encontraba en tercer grado de embriaguez. 

Aduce que por lo anterior el Agente fue sancionado disciplinariamente y que es evidente que estos hechos resultan suficientes para demostrar la imprudencia con que procedió el demandado al accionar su arma de fuego en vía pública, en donde al parecer se limitó a responder un ataque, de forma ligera sin tener en cuenta el conocimiento que le asiste como miembro de la Fuerza Pública para realizar esa clase de maniobras, puesto que se les capacita para el manejo de armas de fuego para evitar las consecuencias que lamentar. Esta actividad la realizo sin tener en cuenta el riesgo que podía generar, actuando además de manera irresponsable accionando su arma de dotación cuando se encontraba bajo los efectos del alcohol, siendo evidente que no solo desobedeció la orden impartida por sus superiores de permanecer en el cuartel, sino que estando en disponibilidad del servicio ingirió licor e hizo uso de su arma de dotación.

De acuerdo a lo anterior concluye que el accionar del demandado constituye una conducta gravemente culposa, como una “violación manifiesta e inexcusable de las normas de derecho”, conducta que también configura una violación al deber de cuidado en la utilización de armas de dotación que se encontraba en su poder.

Por lo anterior concluye que las pretensiones de la demanda estarían llamadas a prosperar.

II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

A. EL PROBLEMA JURÍDICO:

Previa verificación del cumplimiento de los presupuestos procesales de la demanda, lo que se dejó debidamente analizado en la audiencia inicial, teniendo en cuenta que el debate que aquí se surte es la repetición, en contra del señor MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ, procederá el Despacho a revisar lo establecido como problema en la fijación del litigio, esto es:

La controversia jurídica se contrae a establecer si debe condenarse al señor MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ, a pagar la suma de ciento dieciocho millones ochocientos veinte mil quinientos noventa y cinco pesos con cincuenta y un centavos, por la condena impuesta a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL por las lesiones sufridas por LUISA KATHERINE OCHOA, en razón a que su conducta fue dolosa o gravemente culposa. O si por el contrario, debe absolverse a la parte demandada si se encuentra que sus actuaciones están exentas de culpa grave o dolo. De mantenerse la imputación de responsabilidad se deberá determinar si los perjuicios que reclama la entidad se encuentran probados. 
B. PRESUPUESTOS PROCESALES:

Revisando los presupuestos procesales, para el caso concreto, se cumplen cada uno de ellos:
-  Competencia: El Despacho es competente para conocer del medio de control, en virtud de lo establecido en el numeral 8º artículo 155 y en el artículo 156 del CPACA.  
- Legitimación: No existe duda pues ambas partes acuden en ejercicio del derecho de postulación; encontrándose legitimado por ACTIVA la entidad demandante al considerarse afectado con la sentencia condenatoria y los pagos efectuados y por PASIVA, la parte accionada pues es quien con su supuesta actuación la que genero el perjuicio a la entidad condenada. Además ambas partes actúan en ejercicio del derecho de postulación a través de sus apoderados judiciales debidamente constituidos. 
-  Requisitos y Trámite: La demanda reúne los requisitos de los artículos 161 y S.s. del CPACA. Y se impartió el trámite regulado en el Título IV, artículos 168 y siguientes del CPACA.

- Nulidades: No avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.

-  Caducidad: De conformidad con lo establecido en artículo 164 del CPACA,  en el presente caso no operó dicho fenómeno, ya que la sentencia emitida en segunda instancia por el Honorable Tribunal Administrativo de Antioquia tiene quedo notificada el 22 de enero de 2013, la constancia de pago emitida por la entidad accionada derivada de la condena judicial impuesta, tiene fecha según certificación del 13 de diciembre de 2013 ( fls 80) y la demanda se presentó el día 20 de mayo de 2015, ( fls 10), por lo que se concluye entonces que en el presente asunto no se presentó fenómeno de la caducidad.
C. MARCO JURÍDICO. 
Para dilucidar la cuestión litigiosa, es preciso que el Despacho haga el siguiente recuento normativo:
 Normatividad aplicable. 

Precisa el Despacho que en el caso particular los hechos que dieron origen a la sentencia revocada el 20 de octubre de 2014 por el Consejo de Estado en contra de la entidad demandante, se produjeron el 28 de febrero de 2002, fecha en la cual se  expidió el acto administrativo “decreto 027, por el cual se suprimen unos cargos en la planta de personal del Municipio de Puerto Triunfo-Antioquia”
En ese orden de idea, en los aspectos de orden sustancial y procesal, son aplicables las disposiciones contenidas en la Ley 678 de 2001, ley vigente al momento de la ocurrencia de los hechos.
De la Acción de Repetición.

El medio de control de repetición es el mecanismo judicial estipulado constitucional y legalmente con la finalidad de que el Estado persiga el reintegro de las sumas de dinero que haya pagado en cumplimiento de una condena judicial, acta de conciliación u otro mecanismo alternativo de solución de conflictos con ocasión al resarcimiento de los daños antijurídicos derivados de una conducta dolosa o gravemente culposa de sus servidores, exfuncionarios o de particulares en cumplimiento de funciones públicas.

Dicha acción estaba consagrada en los artículos 77 y 78 del Código Contencioso Administrativo, preceptuando la responsabilidad de los funcionarios por los daños que causaran por culpa grave o dolo en el ejercicio de sus funciones y la facultad de las entidades públicas para repetir en su contra, siendo posteriormente regulada en el artículo 31 de la Ley 446 de 1998 modificatorio del artículo 86 de la mencionada codificación; sin embargo, con la introducción de la reforma constitucional de 1991, se acentuó su importancia, bajo los siguientes presupuestos:

“ARTICULO   90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.

En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste.”

Su reglamentación se produjo con la expedición de la Ley 678 de 2001, con la cual se desarrolló el inciso segundo del precitado canon constitucional y se dotó de autonomía dicho instrumento judicial a favor del Estado, en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 2º. Acción de repetición. La acción de repetición es una acción civil de carácter patrimonial que deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor público que como consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa haya dado (sic) reconocimiento indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto. La misma acción se ejercitará contra el particular que investido de una función pública haya ocasionado, en forma dolosa o gravemente culposa, la reparación patrimonial”

La jurisprudencia del Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo
, ha reseñado el desarrollo histórico que la misma ha tenido en el ordenamiento jurídico colombiano, así:

“La responsabilidad patrimonial de los agentes del Estado ha sido contemplada en diversas normas de carácter legal, las cuales se han referido, también, al derecho con que cuentan los entes públicos para repetir en contra de sus funcionarios, que en razón a sus conductas han generado una condena en su contra. Es así como, en el año 1976, los artículos 194 y ss. del decreto-ley 150, regulaban lo concerniente a la responsabilidad civil de los “empleados públicos y trabajadores oficiales” en ejercicio de la actividad contractual de las entidades públicas. Es de resaltar que, por primera vez, este decreto estableció como criterio de análisis en la teoría de la responsabilidad “civil” de los agentes estatales, los conceptos de dolo y culpa grave, los cuales fueron adoptados, posteriormente, por otras normas sobre la materia. Posteriormente, y relacionado de igual forma con la responsabilidad en el desarrollo de la actividad contractual, el decreto-ley 222 de 1983 -derogado expresamente por la Ley 80 de 1993-, -en condiciones similares a la regulación dispuesta por el decreto 150 de 1976-, determinó en su artículo 290 que los empleados oficiales, e incluso quienes ya no contaban con tal calidad, responderían por los perjuicios que causaron a las entidades públicas, a los contratistas o a terceros, por la celebración de contratos sin plena observancia de los requisitos y exigencias legales. Estableció, además, en el artículo 296 la procedencia de la acción de repetición, a efectos de que la entidad que hubiere pagado alguna suma de dinero imputable al agente o ex-agente, repitiera en su contra por dicho concepto. Con la expedición del decreto 01 de 1984 -Código Contencioso Administrativo-, se reguló de forma extensiva la responsabilidad de los funcionarios, pues ésta ya no se circunscribía, únicamente, a la actividad contractual de la administración, como sucedía en las anteriores ocasiones, sino que en los artículo 77 y 78 se reguló la responsabilidad patrimonial de los funcionarios respecto a las distintas áreas de la administración. Así mismo, se estableció que de resultar condenada la entidad, o ésta y el funcionario, la primera pagará la condena, pero repetirá contra el responsable, siempre y cuando haya actuado con dolo o culpa grave, de acuerdo a un juicio subjetivo de responsabilidad. Estas disposiciones contemplan los aspectos básicos de la responsabilidad de los funcionarios, estableciendo, igualmente, que en cumplimiento del deber de repetir en contra de sus agentes -cuando su actuar doloso o gravemente culposo haya generado una condena en su contra-, acudirá a la acción de reparación directa, conforme a los términos del artículo 86 CCA. Además, contrario a la legislación anterior, no se instituyó una responsabilidad solidaria, porque en el evento de declararse la responsabilidad de una entidad estatal y un agente público, la condena sólo se imponía en contra del ente y no del funcionario, sin perjuicio de que aquella pudiese obtener el reembolso correspondiente de éste. Con posteridad a la expedición del CCA, se profirieron distintas leyes y decretos que establecían la procedencia de la “acción de repetición”. Fue así como, de acuerdo al artículo 235 del decreto-ley 1222 de 1986, se prescribió el deber a los departamentos de repetir en contra de sus agentes, cuando hubieren pagado las indemnizaciones correspondientes que hayan sido el resultado de las elecciones, nombramientos o remociones “ilegales” de funcionarios. En igual sentido, el decreto 1333 del mismo año dispuso, en el artículo 102, el mismo deber, pero en este caso en cabeza de los municipios. En el año de 1993, con la expedición de la Ley 80 de 1993 -art. 54-, se hizo referencia normativa, por primera vez, al término “acción de repetición”, pues anteriormente se habló de “repetir”, pero no se adoptó -en términos procesales- un mecanismo diferente a la acción de reparación, a efectos de que las entidades estatales recuperaran los dineros pagados a los particulares a título de indemnización, claro está, siempre y cuando estas obligaciones tuvieran como causa el dolo o culpa grave del respectivo agente. Ahora, en cuanto a los funcionarios y empleados judiciales, la Ley 270 de 1996 reguló en los artículos 71 y 72, lo concerniente a su responsabilidad patrimonial, conforme a lo cual, de resultar condenado el Estado a la reparación patrimonial a favor de un particular, debido a la conducta dolosa o gravemente culposa de sus agentes judiciales, deberá interponer la respectiva “acción civil de repetición”. Finalmente, y en desarrollo del mandato Constitucional contenido en el artículo 90 de la Carta, se expidió la Ley 678 de 2001, “Por medio de la cual se reglamenta la determinación de responsabilidad patrimonial de los agentes del Estado a través del ejercicio de la acción de repetición o de llamamiento en garantía con fines de repetición.” El legislador introdujo en esta ley aspectos tanto sustanciales como procesales, a efectos de regular, íntegramente, la figura jurídica de la acción de repetición”.

Así mismo, dicha Corporación ha adoptado los requisitos de procedibilidad concebidos por la Alta Corte Constitucional en la sentencia C-619 de 2002
, estableciendo como requisitos de índole objetivo:

a. La existencia de una condena judicial, proferida por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 

b. Que se evidencia claramente el daño antijurídico, producido como consecuencia de una conducta dolosa o gravemente culposa del funcionario o ex -funcionario público.

c. Y que se acredite el pago efectivo de la suma de dinero objeto de la condena, por parte de la entidad en cumplimiento del fallo en su contra.

De igual forma, dicho cuerpo colegiado constitucional fijó como elementos de carácter subjetivo
:
a. La calidad de agente del Estado y la conducta desplegada, determinante del daño causado que genera la condena derivada del fallo, un acuerdo conciliatorio, una transacción o cualquier otra forma de terminación de un conflicto. 

b.   La existencia de la condena, concretada en la obligación de pagar una suma de dinero.

c.    El pago realizado por parte de la Administración.

d.   La calificación de la conducta del agente como dolosa o gravemente culposa. 

En consonancia con lo antes expuesto, la entidad pública que pretenda el reintegro del dinero cancelado en razón del pago de una condena, en ejercicio de la acción de repetición, se encuentra obligada a acreditar: i) La condena en su contra para resarcir un daño antijurídico, que podrá derivarse de una sentencia judicial, un acta de conciliación o cualquier otro mecanismo de solución de conflictos; ii) El pago de la indemnización sufragado por la entidad; y, iii) Que la condena se derive de la conducta dolosa o gravemente culposa de un servidor o ex servidor público, o de un particular que cumple funciones públicas.

De la conducta dolosa y gravemente culposa.

Este requisito de procedencia del medio de control de repetición, debe serle atribuible al servidor, ex servidor o particular en el ejercicio de funciones públicas que genere del cual se pretenda el reintegro de lo pagado por la entidad estatal. 
Al respecto el Consejo de Estado ha indicado que debe acudirse a la norma vigente para la época de los hechos
, con lo cual debe analizarse el dolo y la culpa grave desde la Ley 678 de 2001 si no se encuentra que los hechos son anteriores a la entrada en vigencia de dicha Ley, pues de así serlo, la conducta habrá de ser analizada conforme al código civil y concordantes.

La Ley 678 de 2001 establece lo que para las repeticiones ha de entenderse como culpa grave o dolo, a su vez dispone una serie de supuestos fácticos en los cuales habrá de suponerse la presunción del dolo o la culpa grave cuando los mismos se presenten.

“ARTÍCULO 5o. DOLO. La conducta es dolosa cuando el agente del Estado quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del Estado.

Se presume que existe dolo del agente público por las siguientes causas:

1. Obrar con desviación de poder.

2. Haber expedido el acto administrativo con vicios en su motivación por inexistencia del supuesto de hecho de la decisión adoptada o de la norma que le sirve de fundamento.

3. Haber expedido el acto administrativo con falsa motivación por desviación de la realidad u ocultamiento de los hechos que sirven de sustento a la decisión de la administración.

4. Haber sido penal o disciplinariamente responsable a título de dolo por los mismos daños que sirvieron de fundamento para la responsabilidad patrimonial del Estado.

5. Haber expedido la resolución, el auto o sentencia manifiestamente contrario a derecho en un proceso judicial.

ARTÍCULO 6o. CULPA GRAVE. La conducta del agente del Estado es gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a la Constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones.

Se presume que la conducta es gravemente culposa por las siguientes causas:

1. Violación manifiesta e inexcusable de las normas de derecho.

2. Carencia o abuso de competencia para proferir de decisión anulada, determinada por error inexcusable.

3. Omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los actos administrativos determinada por error inexcusable.

4. Violar el debido proceso en lo referente a detenciones arbitrarias y dilación en los términos procesales con detención física o corporal.”

Las presunciones de que tratan los artículos transcritos son unas presunciones legales, razón por la cual es posible que la parte demandada aporte pruebas en contrario y así desvirtuarla. 

Así las cosas, a la administración solo le compete demostrar alguno de los supuestos fácticos presentes en los artículos 5º y 6º de la Ley 678 de 2001, para que se configure la presunción legal, la cual recae únicamente sobre la calificación de la conducta del agente estatal, es decir, que se presume que la conducta fue dolosa o gravemente culposa cuando se encuentra en alguno de los supuestos de hecho obrantes en dichos artículos; Al respecto el Consejo de Estado ha indicado, 

“Conforme con lo anterior, la Sala
 considera necesario precisar que en estos eventos de que tratan los preceptos antes referidos, la administración demandante tiene la carga de probar únicamente los supuestos a los que aluden las normas. Se trata de “presunciones legales”
 (iuris tantum) y no de “derecho” (iuris et de iure), esto es, de aquellas que admiten prueba en contrario, como lo dispone el artículo 66 del Código Civil y que por lo mismo, de “esta forma se garantiza el derecho de defensa de la persona contra quien opera la presunción”. 

Por lo mismo, en estos casos no se compromete el derecho fundamental al debido proceso, toda vez que el agente estatal contra el cual se dirija la acción de repetición siempre podrá presentar prueba en contrario que lo libere de responsabilidad civil
.

(…)

De modo que en estos casos por tratarse de una presunción legal, esto es, que admite prueba en contrario, la parte demandada tiene abierta la posibilidad para oponerse y acreditar, en esta sede judicial, o bien la inexistencia del hecho que se presume, o de las circunstancias en que se configuró.

(…)

De manera que, según la posición esbozada en esta providencia los supuestos contenidos en los artículos 5 y 6 de la Ley 678 de 2001, lo que hacen es calificar o señalar directamente unos hechos como dolosos y otros como gravemente culposos, ya que no describen un antecedente a partir del cual se infiera o se presuma el dolo o la culpa grave, sino que están definiendo que cuando ocurra cualquiera de los hechos enunciados se presume que el proceder del agente fue doloso o gravemente culposo. 

Por otra parte, la Corte Constitucional en la sentencia  C – 374 de 2002 analizó la constitucionalidad de los artículos 5 y 6 de la Ley 678 de 2001, indicando que las presunciones buscaban relevar al Estado de la carga de la prueba dentro de la acción de repetición, sin perjuicio de que la parte demandada pudiera desvirtuarlas mediante prueba en contrario, lo anterior, debido a que las presunciones allí consagradas no constituyen un juicio anticipado que desconozca la presunción de inocencia del agente o ex agente del Estado…”

Así las cosas, cuando se encuentren demostrados los supuestos fácticos establecidos en los artículos 5º y 6º de la Ley 678 de 2001 se presumirá que el actuar del agente del Estado fue doloso o gravemente culposo y se invertirá la carga de la prueba para que el demandado desvirtúe dicha presunción mediante las pruebas que considere demuestren la buena fe en su actuar, o acrediten que los supuestos fácticos en que se fundamentan las presunciones no ocurrieron, al respecto el Consejo de Estado ha indicado, 

“En consecuencia, el hecho de que el legislador suponga en estos eventos la responsabilidad civil del agente estatal, ello no impide que esta presunción pueda ser destruida con la presentación de pruebas de descargo que desvirtúen las presunciones de la ley.
De otra parte, también conviene señalar que la previsión en los citados artículos 5º y 6º de la Ley 678 no entraña que las allí consignadas sean las únicas por las cuales puedan calificarse de conductas dolosas o gravemente culposas. 

De suerte que, el juez de la acción de repetición podrá deducir otras conductas que puedan calificarse como tales al apreciar otros comportamientos del agente estatal que no encuadren en ninguno de los dos preceptos o que no hayan sido mencionadas en ellos. En otras palabras, la relación de hipótesis allí consignadas en modo alguno limita o reduce el ámbito de acción del juez de la acción de repetición.

De lo anterior se colige, que las presunciones son suposiciones que pueden provenir de la ley o del juicio del juez frente a la observancia de los hechos, las cuales constituyen medios indirectos para alcanzar la verdad a partir de hechos conectados entre sí. Es así como, el actor debe demostrar que de una circunstancia o causal, resulta probado el hecho al cual se refiere la presunción, invirtiéndose la carga de la prueba al demandado, el cual deberá probar la inexistencia del hecho o de las circunstancias que permitan liberar su responsabilidad patrimonial. Como lo ha dicho la Corte, la presunciones persiguen finalidades constitucionalmente valiosas, pues al facilitar el ejercicio de la acción de repetición que es una acción de naturaleza civil, en los casos en que el Estado ha sido condenado a la reparación patrimonial de los daños antijurídicos originados en las conductas dolosas o gravemente culposas de sus agentes, permite alcanzar los objetivos de garantizar la integridad del patrimonio público, la moralidad y eficacia de la función pública (arts. 123 y 209 de la C.P.).

Es evidente entonces, la determinación de una responsabilidad subjetiva, en la que juega un papel decisivo el análisis de la conducta del agente; por ello, no cualquier equivocación, no cualquier error de juicio, no cualquier actuación que desconozca el ordenamiento jurídico, permite deducir su responsabilidad y resulta necesario comprobar la gravedad de la falla en su conducta.

Dado lo anterior, no puede ser irrelevante el hecho de que la norma constitucional (art. 90) haya establecido expresamente que el deber de las entidades estatales de repetir contra sus funcionarios o ex funcionarios, sólo surge en la medida en que el daño a cuya reparación patrimonial hayan sido condenadas, pueda imputarse a la conducta dolosa o gravemente culposa de los mismos, lo cual, por otra parte, se explica por la necesidad de ofrecer unas mínimas garantías a los servidores públicos, en el sentido de que no cualquier error en el que puedan incurrir de buena fe, podrá servir para imputarles responsabilidad patrimonial ante la respectiva entidad estatal, lo cual podría conducir a un ejercicio temeroso, ineficiente e ineficaz de la función pública.”
(Negrilla y subraya introducidas)
D. DESARROLLO DEL PROBLEMA: 
Pruebas documentales aportadas con la demanda, con la contestación, decretadas y practicadas: 
-Resolución 1671 del 
05 de diciembre de 2013, “Por la cual se da cumplimiento a una sentencia a favor de la señora LAUBIELLY AMPARO BALLESTEROS FORONDA Y OTROS, RAD. PONAL No.259-S-13. (fls. 26-30)

-Comprobante de egreso No. 1500026048 por valor de $118.820.595.51 pesos. (fl. 31)
-Copia autentica de la sentencia de primera instancia. (fls. 32-53)
-Copia autentica de la sentencia de segunda instancia. (fls. 54-79)

-Certificado de la Tesorera General de la Policía Nacional del 21 de diciembre de 2014, donde consta el pago por valor de $118.820.595.51 pesos, a favor de JOSE LUIS VIVEROS ABISAMBRA. (fl.80)
-Copia de la orden de Pago No. 324609413 del 2013/12/11 (fl. 81)

-Certificado de Ingresos y Retenciones (fls. 82-83) 
-Hoja de Vida del Subintendente BASTIDAS MARTINEZ MELQUIS (fls. 84-88)

-Minuta de Vigilancia Policía Nacional donde constan los hechos del 21 de noviembre de 2004. (fls. 90-94)

-Boletín Informativo Policial Numero 326 de Medellín del 21 de noviembre de 2014, donde constan los hechos acaecidos el 21 de noviembre de 2014.

-Acta de Posesión del señor BASTIDAS MARTINEZ MELQUIS por medio de la cual se posesiona en el cargo de Carabinero de la Policía Nacional el 13 de febrero de 1998 (fl. 182).

-Respuesta del Juzgado Tercero Administrativo de Medellín donde se da respuesta al exhorto No. 600 de 2018, mediante el cual se incorpora como prueba trasladada el proceso contencioso administrativo adelantado por dicha Agencia Judicial dentro del radicado 05001233100020050479701, que consta de 340 folios (fl.183, al cual se le dio traslado mediante auto del 17 de septiembre de 2018, sin que las partes se pronunciaran al respecto.
Dentro de este proceso se encuentran los siguientes documentos:
· Libro de Minuta de Vigilancia del 21 de noviembre de 2004, en el que aparece que el señor MELQUIS se encontraba disponible para esta fecha (fl. 47 de dicho proceso).

· Dentro del Libro de Minuta se vislumbra una anotación con fecha 21/11/04, la cual expresa (A la hora el Sr. ST Leal Zarta Hernán lo informan de la siguiente novedad que a las 2:40 del 03 11 04 el Sr PT Bastidas Martínez Melquis estaba fuera de las instalaciones el cual supuestamente causó 9:10 a una menor de 14 años. Y por lo tanto se encontraba evadido de las instalaciones incumpliendo una orden del Sr. ST Leal Zarta Hernán” (fl. 50 de dicho proceso).

· Oficio de la Oficina de Negocios Judiciales de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, en el que se indica “me permito enviar a ese despacho, copia del incidente 53500, correspondiente al Boletín informativo Policial del 21 de noviembre de 2004, en el cual se registró las lesiones de la señora Luisa Catherine Ochoa Ballesteros, hechos ocurridos en carrera 34 con calle 85ª San Blas” (fl. 52 de dicho proceso).
· Informativo Policial en el cual se expresa “Persona lesionada con arma de fuego

211104 03:30 horas en la cr.34 & Cl. 85ª B/ San Blas, fue lesionada con arma de fuego la menor LUISA CATERINE BALLESTEROS OCHOA, 15 años, indocumentada, estudiante, hija de Mauricio y Laura, residente en lugar de los hechos,…, presenta un impacto con arma de fuego en abdomen, con orificio de salida, se encuentra estable en la Clínica el Rosario, sindicado el PT. Bastidas Martinez Melkin, perteneciente al Grupo CEAT, hechos ocurridos con la pistola marca Jericó calibre 9 mm, de dotación oficial con la cual se ocasionó las lesiones…” (fl. 53 de dicho proceso).

· Informe del Señor Coordinador Grupo Control Disciplinario Interno MEVAL, dirigido a la Oficina de Negocios Judiciales de la Entidad, en el cual constan las diligencias disciplinarias adelantadas en contra PT. MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ, en el cual se lee, “por hechos ocurridos el 21-11-2004, cuando se encontraba en establecimiento público y se presentara riña con sujeto donde optó por sacar su arma de fuego de dotación oficial tipo Pistola 9 milimetros y realizar varios disparos donde resultó lesionada la menor LUISA CATHERINE OCHOA BALLESTEROS, cuando el policial debía encontrarse disponible en la unidad policial”. (fl. 54 de dicho proceso).
· Providencia de Primera Instancia del 29 de abril de 2005, proferida dentro del proceso disciplinario adelantado en contra del señor MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ, la cual se encuentra ejecutoriada y a través de la cual fue sancionado disciplinariamente con suspensión de sesenta días sin derecho a remuneración, dicha sanción se fundamentó de la siguiente manera: 
“Según las pruebas adosadas al plenario, se tiene que para el dia 21 de noviembre del año 2004 el señor patrullero MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ, se encontraba adscrito al Grupo Operativo Ceat de esta Metropolitana, grupo que tiene su base en la estación de policía de San Blas.

(…)

Acreditado también está según la minuta de vigilancia que el Patrullero BASTIDAS MARTINEZ MELQUIS se encontraba disponible, igualmente en la misma minuta se hace constar que siendo las 02:00 horas el patrullero se encontraba evadido de las instalaciones. (…)

No encuentra el despacho justificación alguna para que el señor patrullero BASTIDAS MARTINEZ MELQUIS hubiese incumplido la orden de pernoctar en las instalaciones y por ende la prohibición de retirarse de las instalaciones sin autorización de superior alguno.
Tampoco existe justificación alguna para que mencionado patrullero se hubiese llevado consigo el arma de dotación oficial, para dedicarse al consumo de bebidas embriagantes, en una zona donde el orden público constantemente se mantiene alterado, donde operan diferentes grupos armados al margen de la ley, y estos se mantienen al acecho de las oportunidades que den los policiales para tomar represalias contra su integridad personal.

Las armas con las que el estado a (sic) dotado a sus instituciones, son para cumplir funciones y actividades propias del servicio, para proteger la vida y honra de los ciudadanos residentes en Colombia, mas no llevárselas sin la respectiva autorización, más cuando son sacadas para dedicarse al consumo de bebidas embriagantes y accionadas en estado de embriaguez, sin importarles las consecuencias que esto pueda acarrear en las personas o ciudadanos que nos rodean.” 

Dentro de este fallo se destaca que la DISPONIBILIDAD es un acto propio del servicio, de acuerdo a la Resolución No. 9857 del 09 de noviembre de 1992 “Por el cual se expide el Reglamento de Servicios de Guarnición para la Policía Nacional” la cual en su artículo 3 prescribe: “Disponible. Persona, vehículo, aeronave, animal o cosa que se encuentra en condiciones de servicio para ser empleado en cualquier momento.

Luego del análisis realizado por la autoridad en materia disciplinaria en señor BASTIDAS MARTINEZ fue encontrado responsable por haber infringido los artículos 37 numeral 3, 38 numerales 4 y 25 del Decreto 1798 de 2000 y atendiendo los parámetros de la Ley 734 de 2002, en concordancia con los artículos 22 y 23 del Código Penal y el articulo 12 del Decreto 1798 de 2000, se encontró que la falta cometida se ejecutó dolosamente.”(fls. 55 a 68 de dicho proceso).

· Historia Clínica de LUISA KATHERINE OCHOA BALLESTEROS, remitida por la Clínica El Rosario de Medellín, en la cual se ve que la menor ingreso a este Establecimiento por herida con arma de fuego, y presentó herida de riñón e hígado. (fls. 111 a 117 de dicho proceso). 
· Dictamen Pericial de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Antioquia del 20 de Marzo de 2003, del dictamen se extrae lo siguiente:

“En la documentación aportada se encuentra historia clínica de atención el 21 de noviembre de la Clínica El Rosario, anotándose en el motivo de consulta herida por arma de fuego en abdomen, con entrada anterior y salida atrás, describiéndose en el examen físico herida por debajo del hipocondrio derecho “por fuera LMC der” y salida a dorso derecho, haciendo diagnóstico de herida por proyectil de arma de fuego penetrante en abdomen; en el aparte de extremidades se anota “normal”, sin describirse ningún tipo de lesiones. Ese mismo día es evaluada por cirugía, encontrando herida por arma de fuego con orificio de entrada en hipocondrio derecho y salida en región lumbar del mismo lado, con nueva ventilación pulmonar.

Hay descripción operatoria de laparotomía realizada el 21 de noviembre de 2004, anotando que había herida en hígado en lóbulo derecho con estallido en tercio externo, herida de diafragma derecho y herida de riñón derecho con estallido de su tercero inferior, y compromiso de la pelvis renal inferior; se hace sutura y desbridamiento del hígado, se hace sutura del diafragma y se hace heminefrectomía derecha, resecando la parte del estallido renal y sutura de la pelvis renal, dejando dren de polietileno en retroperitoneo. Hay reporte de patología describiendo el espécimen correspondiente al tercio inferior del riñón, y haciendo diagnóstico de ruptura traumática (por arma de fuego).

En la documentación de la historia clínica del evento que es aportada, no se anotan o describen lesiones de extremidades o lesiones de órganos reproductores de ningún tipo. Hay dos evaluaciones de medicina legal, siendo la última realizada el 6 de julio de 2005, anotando cicatriz quirúrgica de 13 cm en epigastrio y mesogastrio, que es ostensible, cicatriz queloide de 1 cm en región dorsal derecha, cicatriz de 1,5 cm en hipocondrio derecho, y cicatriz de 1 cm  en flanco derecho, agregando que la paciente no había vuelto a consultar por trastorno de vías urinarias, otorgándole incapacidad definitiva de 70 días, y anotando como secuelas perturbación funcional de órganos de carácter transitorio.”

Luego de realizar el examen físico esta institución otorgó una pérdida de capacidad laboral a LUISA KATHERINE de 0% de origen común indicando que “en la documentación aportada ni al examen realizado se encuentran secuelas calificables de la herida por proyectil de arma de fuego ocurrida el 21 de noviembre de 2004”.

Ahora bien, para resolver el problema jurídico planteado, es decir, establecer si debe condenarse al señor MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ, a pagar la suma de ciento dieciocho millones ochocientos veinte mil quinientos noventa y cinco pesos con cincuenta y un centavos, por la condena impuesta a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL por las lesiones sufridas por LUISA KATHERINE OCHOA, en razón a que su conducta fue dolosa o gravemente culposa. O si por el contrario, debe absolverse a la parte demandada si se encuentra que sus actuaciones están exentas de culpa grave o dolo. De mantenerse la imputación de responsabilidad se deberá determinar si los perjuicios que reclama la entidad se encuentran probados. 
Se deben analizar los siguientes elementos necesarios y concurrentes establecidos para la declaratoria de repetición, estos son: La calidad de agente del Estado y su conducta determinante en la condena o su omisión, es decir, dichos elementos deben ser objeto de prueba, esto con el objetivo de brindar certeza sobre la calidad de funcionario o ex funcionario del demandado y de su participación en la expedición del acto o en la acción u omisión dañina, concluyente de la responsabilidad del Estado.
El segundo elemento, es la existencia de una condena judicial, una conciliación, una transacción o de cualquier otra forma de terminación de conflictos que genere la obligación de pagar una suma de dinero a cargo del Estado, es decir, la entidad pública debe probar la existencia de la obligación de pagar una suma de dinero originada de una condena judicial atribuida en su contra, en providencia debidamente ejecutoriada.
El tercer elemento, corresponde al pago efectivo realizado por el Estado, por lo que la entidad pública se encuentra en la obligación de acreditar y certificar el pago efectivo que se realizó en razón de la suma dineraria que le fue impuesta por una condena judicial o conciliación, prueba que puede allegarse al proceso, mediante acto administrativo mediante el cual se reconoce y ordena el pago en favor del beneficiario o quien tenga poder, y por el recibo de pago o consignación y/o paz y salvo que deben estar suscritos en todo caso por el beneficiario.

Y por último, el elemento de la cualificación de la conducta del agente determinante del daño reparado por el Estado, como dolosa o gravemente culposa, es así que la entidad demandante debe probar que la conducta del agente o ex agente del Estado fue dolosa o gravemente culposa conforme a las normas que para el momento de los hechos le sean aplicables.

En ese orden de ideas, teniendo en cuenta el primer requisito para analizar la prosperidad de este medio de control (calidad del agente), el Despacho encuentra probado que el señor MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ para la fecha de los hechos, esto es, el 21 de noviembre de 2004, se desempeñó como miembro de la Policía Nacional, según consta en la Hoja de Vida de aquél, visible a folio 84 del expediente, en donde consta que durante el 31 de agosto de 2001 y el 07 de abril de 2011 laboró en la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá; de igual forma se observa a folio 182 el acta de posesión del demandado en la Policía Nacional; además según el Libro de Minuta de Vigilancia de la Policía Nacional de la Estación de Policía de San Blas, para el 21 de noviembre de 2004 el accionado se encontraba disponible (fl. 91) . Así las cosas, el primer elemento se encuentra probado. 
Frente al requisito de existir condena judicial, conciliación o cualquier otra forma de terminación de conflictos que genere el pago a cargo del Estado, tenemos que, dentro del expediente se allegaron, copia auténtica de la sentencia del 24 de noviembre de 2008 del Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Medellín y copia auténtica de la sentencia del Tribunal Administrativo de Antioquia del 12 de diciembre de 2012 dentro del proceso radicado No. 05001 23 31 000 2005 04797 01 (fls 32 a 79). Por lo que igualmente se encuentra satisfecho el segundo requisito del presente medio de control.
En relación con el tercer elemento, esto es, el pago efectivo, la entidad demandante allegó los siguientes medios de prueba:

i). Resolución No.1671 del 05 de diciembre de 2013, “Por la cual se da cumplimiento a una sentencia a favor de la señora LAUBIELLY AMPARO BALLESTEROS FORONDA Y OTROS, RAD. PONAL No.259-S-13”, en la cual se tiene que la suma de ciento dieciocho millones novecientos treinta y seis mil novecientos cincuenta y un pesos con cincuenta y un centavos se cancelara a favor del señor JOSE LUIS VIVEROS ABISAMBRA, en la cuenta corriente No. 420050221 del Banco de Occidente S.A.  (fls. 26-30)

ii). Comprobante de egreso No. 1500026048 por valor de $118.820.595.51 pesos. (fl. 31)

iii). Certificado de la Tesorera General de la Policía Nacional del 21 de diciembre de 2014, donde consta el pago por valor de $118.820.595.51 pesos, a favor de JOSE LUIS VIVEROS ABISAMBRA, la cual fue cancelada el 13 de diciembre de 2013, a la cuenta corriente No. 420050221 del Banco de Occidente S.A. (fl.80)
iv). Copia de la orden de Pago No. 324609413 del 2013/12/11 donde se observan todos los datos de los valores pagados al abogado de las víctimas señor JOSE LUIS VIVEROS ABISAMBRA (fl. 81)

v). Certificado de Ingresos y Retenciones (fls. 82-83) 
Es por lo anterior, que el Despacho encuentra probado que estos documentos dan cuenta del pago efectuado por la entidad demandante y así se da por cumplido el requisito del pago.
Una vez estudiados estos presupuestos, entraremos entonces a  analizar el punto consistente en la cualificación de la conducta del funcionario determinante del daño reparado por el Estado, como dolosa o gravemente culposa. Debe advertirse entonces que para comprobarse la culpa grave o dolo en dichas acciones, se debe acudir a las normas vigentes para la época de los hechos, en este caso, las disposiciones de la Ley 678 de 2001, que define en sus artículos 5 y 6, las presunciones de dolo y de culpa grave así: 

“ARTÍCULO 5o. DOLO. La conducta es dolosa cuando el agente del Estado quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del Estado. 
Se presume que existe dolo del agente público por las siguientes causas: 
1. Obrar con desviación de poder. 
2. Haber expedido el acto administrativo con vicios en su motivación por inexistencia del supuesto de hecho de la decisión adoptada o de la norma que le sirve de fundamento. 
3. Haber expedido el acto administrativo con falsa motivación por desviación de la realidad u ocultamiento de los hechos que sirven de sustento a la decisión de la administración. 
4. Haber sido penal o disciplinariamente responsable a título de dolo por los mismos daños que sirvieron de fundamento para la responsabilidad patrimonial del Estado. 
5. Haber expedido la resolución, el auto o sentencia manifiestamente contrario a derecho en un proceso judicial. 
ARTÍCULO 6o. CULPA GRAVE. La conducta del agente del Estado es gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a la Constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones. 
Se presume que la conducta es gravemente culposa por las siguientes causas: 
1. Violación manifiesta e inexcusable de las normas de derecho. 
2. Carencia o abuso de competencia para proferir de decisión anulada, determinada por error inexcusable. 
3. Omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los actos administrativos determinada por error inexcusable. 
4. Violar el debido proceso en lo referente a detenciones arbitrarias y dilación en los términos procesales con detención física o corporal.” (Negrillas propias)
Bajo los anteriores preceptos, advierte el Despacho que en estos asuntos en donde se tocan los supuestos normativos mencionados, la carga de la prueba la tiene la parte accionada, pues se trata de presunciones legales y no de derecho, esto es, de aquellas que admiten prueba en contrario, tal y como lo establece el artículo 66 del Código Civil “PRESUNCIONES. Se dice presumirse el hecho que se deduce de ciertos antecedentes o circunstancias conocidas. Si estos antecedentes o circunstancias que dan motivo a la presunción son determinados por la ley, la presunción se llama legal. Se permitirá probar la no existencia del hecho que legalmente se presume, aunque sean ciertos los antecedentes o circunstancias de que lo infiere la ley, a menos que la ley misma rechace expresamente esta prueba, supuestos los antecedentes o circunstancias. Si una cosa, según la expresión de la ley, se presume de derecho, se entiende que es inadmisible la prueba contraria, supuestos los antecedentes o circunstancias”.

Es por ello entonces, que de tal manera lo que se pretende con tal presunción es garantizar el derecho de defensa y contradicción de la persona contra quien opera la presunción y salvaguardar ante todo el debido proceso. De tal suerte que, por tratarse de una presunción legal, significa que admite prueba en contrario, dando así lugar para que la parte accionada pueda oponerse.
En relación a las presunciones en este tipo de medio de control, nuestro órgano de cierre en Sentencia del 28 de febrero de 2011, Exp: 34.816, indicó lo siguiente:  
“(i).- La presunción es un juicio lógico del legislador, que consiste en tener como cierto o probable un hecho, partiendo de otro hecho debidamente probado. Cuando un hecho está amparado con una presunción, se entiende que está exento o no necesita de prueba, pues, precisamente, el objeto de la presunción es excluir ese hecho del tema probatorio66 para tenerlo como realizado y verídico dentro del proceso, dado que, como es la propia ley la que deduce esta consecuencia, se está seguro de la deducción. 

(ii).- Las presunciones pueden ser de derecho (“iuris et de iure”, de derecho y por derecho); y legales (“iuris tantum”, sólo de derecho). Las presunciones legales admiten prueba en contrario, mientras que las presunciones de derecho dan certeza plena y absoluta del hecho y no admiten prueba en contra, pues se fundan en el orden público. 

(iii).- La fuerza de la presunción depende de la certeza del hecho conocido y de su relación con un hecho desconocido que se establece como consecuencia de la demostración de aquél. Por lo tanto, para su aplicación siempre se tiene que probar un hecho, esto es, aquel del cual se deduce o se supone que es cierto otro hecho, siendo este último el que al final interesa al proceso. En otras palabras, los hechos en que se apoya una presunción legal se deben establecer o, mejor aún, probar y, en este caso la presunción opera a favor de quien la invoca, relevándola o eximiéndola de la prueba del hecho inferido o indicado en la disposición que la contempla, a menos que la otra parte infirme la conclusión legal probando lo contrario. 

(iv).- Sin embargo, la dispensa de la prueba mediante la aplicación de una presunción es sólo en parte, porque siempre el que la invoca está obligado a demostrar el hecho en que la misma se funda o del cual la ley deduce la consecuencia. De ahí que el profesor Rocha afirme que“[l]a dispensa de la carga de la prueba para el favorecido con una presunción es, pues, apenas parcial y respecto del hecho deducido, que es, el que indudablemente interesa demostrar. Pero no resulta favorecido sino probando otros hechos, aquellos que siendo ciertos, hacen creíble el segundo hecho.

(v).- La presunción legal se funda en la más alta probabilidad de certeza pero no excluye la posibilidad de error en el razonamiento del hecho cierto del cual se parte para obtener una deducción y tampoco sobre la base conocida cuando la misma termina resultando falsa o inexacta. Por eso, siempre se permitirá destruirla, esto es, se otorga a la parte contra quien se hace valer, la posibilidad de probar la inexistencia del hecho que legalmente se presume, aun cuando fueren ciertos los antecedentes o circunstancias con fundamento en los cuales lo infiere la ley, como también cuando éstos terminen siendo falsos. Es decir, la conjetura, suposición o deducción de ley se puede desvirtuar por la parte a quien no le conviene, pues admite prueba en contrario, circunstancia que libera de la carga de probar el hecho presumido a la parte favorecida con la misma y la traslada a la otra parte quien debe desvirtuarlo. 

(vi).- En definitiva, al que desee beneficiarse de una presunción le corresponde probar el hecho conocido y demostrado, ope legis, se aprovecha del otro hecho que resulta indirectamente probado, pero siempre con la posibilidad de que la parte contraria contra quien se aduce pueda desvirtuar el hecho presumido con el objeto de evitar la operancia de la deducción contenida en la ley. 

(…)

No obstante, en relación con las mismas causales de presunción de dolo o culpa grave también es oportuno anotar que, estricto sensu, no establecen hechos indicadores o inferencias con base en las cuales se deduzca un hecho desconocido, sino que directamente consagran una serie de casos que configuran el dolo o la culpa grave. Y es que si bien, por lo regular, la ley señala y establece con claridad la presunción, no siempre existe ésta como tal por la sola razón de que emplee las expresiones “se presume”, “se reputa”, “se considera”, “se colige”, “se entenderá” u otras similares, toda vez que el legislador también suele disponer, estatuir, prescribir o definir situaciones o instituciones usando frases de ese estilo”.
De la jurisprudencia en mención, y en consideración de los artículos 5 y 6 ibídem,  tenemos entonces que los mismos buscan calificar unos hechos como dolosos y otros como gravemente culposos, ya que no refieren una circunstancia a partir de la cual se deduzca o se suponga el dolo o la culpa grave, sino que hacen referencia a que cuando sobrevengan cualquiera de los supuestos, se presume que el proceder del funcionario fue doloso o gravemente culposo; sin embargo, es válido advertir que tal presupuesto, no puede constituirse en un reproche automático de culpabilidad radicado en el funcionario contra el cual va dirigido el medio de control de repetición, pues en cada caso se deberán analizar las conductas desplegadas por dicho funcionario, ya que no cualquier falta, error de juicio, o cualquier actuación que desconozca el ordenamiento jurídico, permite derivar su responsabilidad y se torna indispensable evidenciar la gravedad de la falla en su conducta. 

Bajo estas consideraciones le corresponde al Despacho determinar con el material probatorio obrante en el plenario, si el señor MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ, incurrió en una conducta dolosa o gravemente culposa, en los hechos ocurridos el 21 de noviembre de 2004 cuando accionó su arma de dotación oficial e hirió a una menor de edad, razón por la cual la entidad demandante fue condenada a pagar unos perjuicios.
Ahora bien, en relación con el fallo proferido por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Medellín, el cual condenó a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, se indicó lo siguiente (fls. 48 del expediente):  
“En el proceso está acreditado que para el día 21 de noviembre de 2004, el señor Bastidas Martínez Melquis, se encontraba al servicio de la Policía Nacional, como patrullero adscrito al Grupo Operativo CEAT de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, grupo que tiene su base en la estación de Policía de San Blas, disponible para el servicio, lo cual significa que debía estar dispuesto porque podía ser empleado en cualquier momento en actividades propias de su cargo. Sin embargo, opto por retirarse de su sitio de trabajo, a eso de las 2:00 de la mañana, llevándose consigo su arma de dotación oficial, y se dispuso a consumir bebidas embriagantes.

Cuando el Agente estaba en un establecimiento público se presentó una riña con un sujeto, y el agente optó por sacar su arma de fuego de dotación oficial, una pistola 9 milímetros, marca Jericó, y la disparo resultando lesionada la menor Luisa Katherine Ochoa Ballesteros, de 15 años de edad, quien se encontraba cerca al lugar de los hechos. (…)

Las conclusiones anteriores se deducen de los medios probatorios que obran en el proceso, especialmente de los informes a folios 47 a 54, de las diligencias disciplinarias adelantadas contra el Agente por la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, de la historia clínica y el examen practicado a la menor por medicina legal y la Junta de Calificación de Invalidez Pruebas que fueron legal y oportunamente allegadas al proceso.”
Teniendo en cuenta la providencia en mención, la entidad demandante indica que el demandado actuó bajo los alcances de la figura del dolo y/o la culpa grave pues desconoció mandatos constitucionales y legales al evadirse el 21 de noviembre de 2004 de las instalaciones de la Estación de Policía de San Blas en el Municipio de Medellín, donde debía permanecer activo para prestar sus servicios, pues se dirigió a un establecimiento público con su arma de dotación oficial a consumir bebidas alcohólicas, donde se presentó un altercado con una persona y accionó dicho elemento lesionando a un tercero.
Al respecto, revisado el plenario se constata que efectivamente de acuerdo al Libro de Minuta de Vigilancia de la Estación de Policía de San Blas de la Unidad Ceat de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, el Patrullero MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ para el 21 de noviembre de 2004 se encontraba disponible, en dicho libro se encuentra una observación en la cual se lee: “El PT. Bastidas Martinez Melquis siendo las 02:00 AM. Se encontraba evadido de las Instalaciones desconociendo las actividades que realiza fuera de el, realizándosele el respectivo informe”. Además, también se observa la siguiente anotación: “A la hora el Sr. ST Leal Zarta Hernán lo informan de la siguiente novedad que a las 2:40 del 03 11 04 el Sr PT Bastidas Martínez Melquis estaba fuera de las instalaciones el cual supuestamente causó 9:10 a una menor de 14 años” (Fl. 91-93).
En el mismo sentido en el Boletín Informativo Policial Número 326 del 21 de noviembre de 2004, se extrae: 
“Persona lesionada con arma de fuego
211104 03:30 horas en la cr.34 & Cl. 85ª B/ San Blas, fue lesionada con arma de fuego la menor LUISA CATERINE BALLESTEROS OCHOA, 15 años, indocumentada, estudiante, hija de Mauricio y Laura, residente en lugar de los hechos,…, presenta un impacto con arma de fuego en abdomen, con orificio de salida, se encuentra estable en la Clínica el Rosario, sindicado el PT. Bastidas Martinez Melkin, perteneciente al Grupo CEAT, hechos ocurridos con la pistola marca Jericó calibre 9 mm, de dotación oficial con la cual se ocasionó las lesiones…” (fl. 95)

Por estos hechos se adelantaron las diligencias disciplinarias No. 02724 del 22 de noviembre de 2004 en contra del señor BASTIDAS MARTINEZ MELQUIS, las cuales culminaron con el fallo de primera instancia del 29 de abril de 2005, de esta providencia se extrae:
“Según las pruebas adosadas al plenario, se tiene que para el dia 21 de noviembre del año 2004 el señor patrullero MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ, se encontraba adscrito al Grupo Operativo Ceat de esta Metropolitana, grupo que tiene su base en la estación de policía de San Blas.

(…)

Acreditado también está según la minuta de vigilancia que el Patrullero BASTIDAS MARTINEZ MELQUIS se encontraba disponible, igualmente en la misma minuta se hace constar que siendo las 02:00 horas el patrullero se encontraba evadido de las instalaciones. (…)

No encuentra el despacho justificación alguna para que el señor patrullero BASTIDAS MARTINEZ MELQUIS hubiese incumplido la orden de pernoctar en las instalaciones y por ende la prohibición de retirarse de las instalaciones sin autorización de superior alguno.

Tampoco existe justificación alguna para que mencionado patrullero se hubiese llevado consigo el arma de dotación oficial, para dedicarse al consumo de bebidas embriagantes, en una zona donde el orden público constantemente se mantiene alterado, donde operan diferentes grupos armados al margen de la ley, y estos se mantienen al acecho de las oportunidades que den los policiales para tomar represalias contra su integridad personal.

Las armas con las que el estado a (sic) dotado a sus instituciones, son para cumplir funciones y actividades propias del servicio, para proteger la vida y honra de los ciudadanos residentes en Colombia, mas no llevárselas sin la respectiva autorización, más cuando son sacadas para dedicarse al consumo de bebidas embriagantes y accionadas en estado de embriaguez, sin importarles las consecuencias que esto pueda acarrear en las personas o ciudadanos que nos rodean.
Además es pertinente hacer saber al disciplinado que la disponibilidad es un acto propio del servicio, pues así lo establece la Resolución No. 9857 DEL (09 – NOV – 1992) Por la cual se expide el Reglamento de Servicios de Guarnición para la Policía Nacional” 

Estos hechos de acuerdo a la calificación hecha por la autoridad sancionadora vulneraron los artículos 37 numeral 3 del Decreto 1798 de 2000, puesto que las acciones del patrullero se encuentran tipificadas en el artículo 398 de Código Penal, en razón a que el Patrullero sin estar autorizado se ausenta de las Instalaciones de la Estación de Policía de San Blas, llevándose el arma de dotación oficial asignada para el servicio y se dedica al consumo de bebidas alcohólicas y luego de sostener una discusión con un ciudadano acciona su arma y lesiona a LUISA CATHERINE OCHOA BALLESTEROS; artículo 38 numerales 4 y 25 del Decreto 1798 de 2000 por cuanto actuó arbitrariamente desconociendo sus deberes como funcionario público e incumplió las órdenes e instrucciones que le habían dado sus superiores. Estas faltas fueron catalogadas como dolosas y por ello fue sancionado con sesenta días de suspensión sin derecho a remuneración. 
Bajo los anteriores parámetros se puede concluir entonces que todas las pruebas traídas a colación son consistentes en cuanto a afirmar que el demandado incumplió fehacientemente sus deberes como servidor público, de una manera negligente e inexcusable. 
Recuérdese entonces que para la fecha en que sucedieron los hechos el señor BASTIDAS MARTINEZ se encontraba disponible y esta condición se encuentra regulada en el artículo 3 de la Resolución No. 9857 del 09 de noviembre de 1992 “Por el cual se expide el Reglamento de Servicios de Guarnición para la Policía Nacional”. Al respecto esta norma dispone:

“artículo 3: “Disponible. Persona, vehículo, aeronave, animal o cosa que se encuentra en condiciones de servicio para ser empleado en cualquier momento.”
Sin embargo a pesar de que el Agente ostentaba esta condición, voluntariamente decidió dirigirse a un establecimiento a realizar actividades que nada tienen que ver con la prestación del servicio de policía, esto es, el consumo de bebidas embriagantes y si bien no se puede afirmar que la acción de disparar a la menor de edad fue dolosa, sí es posible afirmar que el hecho de evadir las instalaciones de la Estación de Policía de San Blas, consumir licor y accionar su arma, fue desplegado libremente y a sabiendas de las consecuencias que estos actos podrían ocasionar, que lamentablemente terminaron con la lesión de la femenina LUISA KATHERINE OCHOA BALLESTEROS.    
Por lo anterior, advierte este Despacho que el señor MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ, en su calidad de Patrullero de la Policía Nacional, para la época de los hechos (21 de noviembre de 2004), incurrió en culpa grave, en los términos del numeral 1° del artículo 6 de la Ley 678 de 2001, al haber incumplido con su estado de disponibilidad en la prestación del servicio, debiendo estar acantonado en la Estación de Policía de San Blas en condiciones de servicio para ser empleado en cualquier momento, sin embargo voluntariamente se retiró de dichas instalaciones y dio lugar a los hechos por los cuales la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL fue declarada responsable administrativa y patrimonialmente.
De igual forma, se podría catalogar estas acciones como dolosas de acuerdo al numeral 4 del artículo 5 de la Ley 678 de 2001, puesto que por las mismas fue sancionado disciplinariamente el actor, siendo catalogadas con este tipo de culpabilidad, aunque para esta Agencia Judicial no se encuentra demostrado la intención del señor BASTIDAS MARTINEZ de ocasionar la lesión de la ciudadana OCHOA BALLESTEROS.
Es por ello que la inobservancia y contravención de la Ley, Decreto, reglamentos u otras normas jurídicas consagradas en nuestro ordenamiento jurídico pueda ser considerada generadora de culpa, misma que debe tener la entidad de ostensible o manifiesta, producto de un error inexcusable, que quien lo padece no pueda ofrecer motivo o pretexto válido que sirva para disculparlo (Consejo de Estado-Sección Tercera. Sentencia del 05 de diciembre de 2006.C.P Ruth Stella Corea palacio Exp.23953), y en el caso se configura, pues el demandado, debió haber acatado lo dispuesto en el artículo 3 de la Resolución No. 9857 del 09 de noviembre de 1992 “Por el cual se expide el Reglamento de Servicios de Guarnición para la Policía Nacional”.
En ese orden de ideas, tenemos que de todo el material probatorio obrante en el expediente, advierte el Despacho que la parte demandante logró demostrar el actuar doloso o gravemente culposo, es decir, el elemento subjetivo enmarcado en el actuar del servidor público, en otras palabras, se cumplió con la carga de la prueba en este punto (art.167 C.G.P.). Por lo anterior, al encontrar probada la presunción de culpa grave prevista en el numeral 1° del artículo 6 de la Ley 678 de 2001, en la conducta del accionado MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ y que implicó la condena proferida por esta Jurisdicción en contra de la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, deberá accederse a la pretensiones de la demanda, y en consecuencia, condenar al demandado a reintegrar la totalidad de las sumas pagadas por aquella.

De la Liquidación de la condena

Como se indicó con anterioridad, el monto de la condena impuesta la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL en sentencia del 12 de diciembre de 2012, por el Honorable Tribunal Administrativo de Antioquia (fl. 31-78) y que fue pagado al abogado JOSE LUIS VIVEROS ABISAMBRAse efectuaron así:

i). Resolución No.1671 del 05 de diciembre de 2013, “Por la cual se da cumplimiento a una sentencia a favor de la señora LAUBIELLY AMPARO BALLESTEROS FORONDA Y OTROS, RAD. PONAL No.259-S-13”, en la cual se tiene que la suma de ciento dieciocho millones novecientos treinta y seis mil novecientos cincuenta y un pesos con cincuenta y un centavos se cancelara a favor del señor JOSE LUIS VIVEROS ABISAMBRA, en la cuenta corriente No. 420050221 del Banco de Occidente S.A.  (fls. 26-30)

ii). Comprobante de egreso No. 1500026048 por valor de $118.820.595.51 pesos. (fl. 31)

iii). Certificado de la Tesorera General de la Policía Nacional del 21 de diciembre de 2014, donde consta el pago por valor de $118.820.595.51 pesos, a favor de JOSE LUIS VIVEROS ABISAMBRA, la cual fue cancelada el 13 de diciembre de 2013, a la cuenta corriente No. 420050221 del Banco de Occidente S.A. (fl.80)
iv). Copia de la orden de Pago No. 324609413 del 2013/12/11 donde se observan todos los datos de los valores pagados al abogado de las víctimas señor JOSE LUIS VIVEROS ABISAMBRA (fl. 81)

v). Certificado de Ingresos y Retenciones (fls. 82-83) 
Valor que  ascendió a la suma en su totalidad a ciento dieciocho millones ochocientos veinte mil quinientos noventa y cinco pesos con cincuenta y un centavos ($118.820.595,51), por lo que la condena en esta oportunidad será actualizada al momento de expedición de la presente providencia, con el objeto de que este dinero mantenga su valor adquisitivo.
 Se liquidara entonces así: 
Va = Vh x   IPC final – abril de 2020)
                 IPC inicial – diciembre de 2013)

Va = $118.820.595,51x 105,70 
                                     79,56                          
Va = $157.859.941,50
Condena en Costas: El artículo 188 del CPACA señala que en la sentencia se dispondrá sobre la condena en costas, a menos que se trate de un asunto de interés público, dándole el trámite consagrado para tal efecto en el Código General del Proceso, artículo 365, numeral 1º. Sin embargo, el Despacho no condenará en costas en esta instancia en razón a que en el medio de control invocado, se ventilo un interés público.
En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A:
PRIMERO: CONDENAR al señor MELQUIS BATIDAS MARTINEZ, a pagar a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL la suma de CIENTO CINCUENTA Y SIETE MILLONES OCHOCIENTOS CIENCUENTA Y NUEVE MIL NOVECIENTOS CUARENTA Y UN PESOS CON CINCUENTA CENTAVOS ($157.859.941,50), conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: Para efecto del pago ordenado en el numeral anterior, se concede al demandado MELQUIS BASTIDAS MARTINEZ, un término de 6 meses contados a partir de la ejecutoria de esta providencia, conforme lo dispuesto en el artículo 15 de la ley 678 de 2001.
TERCERO: NO SE CONDENA EN COSTAS, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
CUARTO: NOTIFÍQUESE por Secretaría la presente sentencia de conformidad con lo dispuesto en el artículo 203 del  Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, advirtiendo que conforme al Acuerdo PCSJA20-11549 07/05/2020 “Por medio del cual se prorroga la suspensión de términos se amplían sus excepciones y se adaptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o impugnación seguirán suspendidas hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura los disponga.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
ORIGINAL FIRMADA
OMAIRA ARBOLEDA RODRIGUEZ
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